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Resumen
En el año 2011 se fijó una jornada mínima de trabajo de treinta 
y siete horas y media semanales de promedio en cómputo anual 
para los empleados del sector público estatal, y en el año 2012 la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado extendió esta media 
a todas las Administraciones Públicas. Ese mismo año, con el fin 
de garantizar la estabilidad presupuestaria, fomentar la competi-
tividad y reducir el déficit público, se modificó el Estatuto Básico 
del Empleado Público, lo que implicó la adopción de una serie 
de medidas en materia de permisos retribuidos y vacaciones. De 
esta forma, se consiguió aumentar el número de horas durante 
las cuales los empleados públicos debían prestar servicios, tra-
tando así de aprovechar los recursos humanos en mayor media, a 
la vez que se reducían los costes de personal; unas medidas con 
las que se intentaba dar una respuesta a la crisis económica, par-
tiendo para ello de una política de contención del gasto público, 
y que, en todo caso, conllevaron un recorte de derechos de los 
empleados públicos. Lo cierto es que algunas de esas medidas 
se establecieron con carácter temporal, mientras subsistieran las 
circunstancias económicas y financieras excepcionales que de-
terminaron su adopción, por lo que, con posterioridad, se han 
venido introduciendo progresivas modificaciones en materia de 
jornada, lo que ha supuesto una paulatina recuperación de de-
rechos de los empleados públicos en esta materia. Por tanto, en 
este trabajo se analizan tanto las citadas medidas como las suce-
sivas modificaciones normativas en la citada materia, con el fin de 
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determinar hasta qué punto han recuperado sus derechos los em-
pleados públicos y si, en general, existe un tratamiento uniforme 
para todos ellos. 

Palabras clave: Crisis económica, empleados públicos, jornada, per-
misos, vacaciones

1. Introducción
El legislador estatal ha venido adoptando una variedad de 

medidas con el fin de racionalizar y reducir el gasto público 
en un contexto de crisis económica, entre las que, por lo que 
aquí interesa, destacan las relativas a la materia de jornada de 
trabajo en el Sector Público, sobre todo por las repercusiones 
que han tenido para los empleados públicos. En ese contexto 
inicial, la necesaria respuesta ante la crisis económica y la polí-
tica de contención del gasto, como la opción escogida por el 
legislador para trata de superarla, fueron las razones que se se-
ñalaron en las distintas normas que en un primer momento in-
trodujeron modificaciones en esa materia. Unas medidas que, 
como se verá, han conllevado la imposición de una serie de 
límites de carácter imperativo, afectando fundamentalmente a 
la duración de la jornada de trabajo, así como a los permisos y 
a las vacaciones de los empleados públicos, y que han tenido 
unas importantes repercusiones prácticas sobre todo porque 
han supuesto un considerable recorte de derechos de este co-
lectivo.

Es cierto que algunas de las medidas adoptadas en materia 
de jornada de trabajo, se establecieron con carácter temporal, 
mientras subsistieran las circunstancias económicas y finan-
cieras que determinaron su adopción, de ahí que, progresi-
vamente se hayan venido introduciendo modificaciones en 
la regulación prevista, en particular, en materia de permisos 
y vacaciones, y que esas modificaciones hayan permitido que 
los empleados públicos recuperen determinados derechos de 
los que venían disfrutando antes de que se iniciase el proceso 
de reformas normativas que afectó al Sector Público; sin em-
bargo, como ve verá, esas modificaciones no han supuesto que 
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el legislador haya optado por derogar en su totalidad los cam-
bios normativos en esta materia y restablecer los derechos de 
los empleados públicos en los mismos términos en los que los 
venían disfrutando antes de adoptar las mencionadas medidas. 

2. Medidas iniciales relativas a la duración de la 
jornada, vacaciones y permisos de los empleados 
públicos y consecuencias derivadas de las mismas

El legislador ha adoptado medidas relativas a la jornada de 
trabajo, en concreto, ha establecido una jornada mínima para 
los empleados públicos, y ha reducido de manera considerable 
los permisos retribuidos y las vacaciones de los mismos, lo que, 
como se verá, ha supuesto un incremento del número de horas 
de trabajo, sin que esto haya conllevado un aumento de la 
retribución de estos empleados. Pues bien, es importante ana-
lizar los términos en los que se han establecido estas medidas, 
el alcance de las mismas y las consecuencias que conllevan.  

2.1 El establecimiento de una jornada general de trabajo 
para los empleados públicos: duración y carácter mínimo 
inderogable

 En un primer momento, se pudo constatar cómo el art. 4 
del Real Decreto-Ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas 
urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera para 
la corrección del déficit público (BOE 31 diciembre 2011, RDL 
20/2011), estableció la jornada de trabajo para los empleados 
del Sector Público estatal, de modo que fijó un número mínimo 
de horas de trabajo efectivo. Con posterioridad, la Disposición 
Adicional Septuagésima Primera de la Ley 2/2012, de 19 de 
junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012 
(BOE 30 junio 2012, DA 71ª Ley 2/2012), extendió esta media 
a todas las Administraciones Públicas. En concreto, la DA 71ª 
Ley 2/2012 estableció que “a partir de la entrada en vigor de 
esta Ley, la jornada general de trabajo del personal del Sector 
Público no podrá ser inferior a treinta y siete horas y media se-
manales de trabajo efectivo de promedio en cómputo anual”; 
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una medida que no solo afecta a la jornada general, sino tam-
bién a las especiales, ya que en la mismas se indica que estas 
deben experimentar “los cambios que fueran necesarios en su 
caso para adecuarse a esa modificación general en la jornada 
ordinaria”. 

Por tanto, esta medida ya no solo se aplica a los empleados 
del Sector Público estatal. El hecho de que la norma haga una 
referencia genérica al “personal del Sector Público”, implica 
que afecta a los sujetos que prestan servicios en el marco de 
una relación jurídica de naturaleza funcionarial, estatutaria y la-
boral del “Sector Público” en los términos que se contemplan 
en la propia DA 71ª Ley 2/2012, de forma que extiende su 
ámbito de aplicación al citado personal que presta servicios en 
la Administración General del Estado, en las Administraciones 
de las Comunidades Autónomas y de las Entidades que inte-
gran la Administración Local; en las entidades gestoras y los 
servicios comunes de la Seguridad Social; en los organismos 
autónomos, en las entidades públicas empresariales, en las 
Universidades Públicas, en las Agencias Estatales y en cuales-
quiera entidades de derecho público con personalidad jurídica 
propia vinculadas a un sujeto que pertenezca al Sector Público 
o dependientes del mismo; en los consorcios dotados de per-
sonalidad jurídica propia; en las fundaciones que se consti-
tuyan con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de 
una o varias entidades integradas en el Sector Público, o cuyo 
patrimonio fundacional, con un carácter de permanencia, esté 
formado en más de un 50% por bienes o derechos aportados o 
cedidos por las referidas entidades; así como en las sociedades 
mercantiles cualquiera que sea la forma jurídica de las mismas, 
en cuyo capital la participación directa o indirecta, de las men-
cionadas entidades sea superior al 50%. De este modo, la 
norma tiene un ámbito de aplicación prácticamente universal. 

En este sentido, es importante tener en cuenta que el apar-
tado 3 de la DA 71ª Ley 2/2012 señala expresamente su “ca-
rácter básico” y su condición de legislación que se dicta, al 
amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1.7ª y 149.1.18ª 
de la CE. Como es sabido, el Estado tiene competencia exclu-
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siva en materia de legislación laboral (art. 149.1.7ª CE) y bases 
“del régimen estatutario de los funcionarios públicos” (art. 
149.1.18º CE), expresión esta última que comprende, entre 
otros aspectos, “en principio, la normación relativa (…) a los 
derechos y deberes (…)  de los funcionarios” (STC 99/1987, 
de 11 de junio; asimismo, SSTC 31/2010, de 28 de junio, FJ 
82, 81/2013, de 11 de abril, FJ 6; 165/2013, de 26 de sep-
tiembre, FJ 15; 39/2014, de 11 de marzo; 158/2016, de 22 de 
septiembre, FJ 3). Así, “corresponde al Estado establecer las 
bases del régimen de derechos y deberes de los funcionarios 
públicos y a la Comunidad Autónoma la competencia de desa-
rrollo legislativo y ejecución, de acuerdo con aquella legislación 
básica, en relación con la función pública autonómica y local” 
(STC 156/2015, de 9 julio, FJ 8). Por lo que aquí interesa, el 
Estado tiene competencia exclusiva para establecer las bases 
en relación con la jornada de trabajo del personal del Sector 
Público (SSTC 99/2016, de 25 de mayo, FJ 7; 158/2016, de 22 
de septiembre, FJ 4 y  43/2017, de 27 de abril, FJ 5)”; 9/2016, 
de 21 de enero, FJ 3; 18/2016, de 4 de febrero de 2016, FJ 6 y 
119/2016, de 23 de junio, FJ 4). Esa competencia implica que 
puede “establecer los elementos esenciales que garanticen un 
régimen jurídico unitario aplicable a todas las Administraciones 
públicas”  (STC 50/1999, de 6 de abril. F.J. 3), en este caso 
una normativa homogénea para todo el Estado en materia de 
jornada de trabajo. Así se ha puesto de manifiesto en la STC 
99/2016, de 25 de mayo, FJ 7 en la que se ha indicado que  
“no cabe duda de que la fijación de la duración mínima de 
la jornada de trabajo constituye una previsión integrada en la 
esfera “de los derechos y deberes” de los funcionarios (STC 
163/2012, de 20 de septiembre, FFJJ 6 y 9) quedando justifi-
cada su determinación por el Estado como normativa básica 
en tanto estamos ante una medida que garantiza una mínima 
homogeneidad en un aspecto central del régimen estatutario 
funcionarial como es el tiempo de trabajo o dedicación exi-
gible a todo funcionario, sin que además el legislador haya 
establecido límite en cuanto a su periodo de aplicación (STC 
156/2015, de 9 de julio, FJ 8)”; y, en las SSTC 158/2016, de 22 
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de septiembre, FJ 4 y 43/2017, de 27 de abril, FJ 5. Por tanto, 
es una medida que necesariamente debe ser aplicada en su 
condición de normativa básica en lo que se refiere al régimen 
estatutario de sus funcionarios públicos.   

Tal y como se ha señalado, en el caso de la DA 71ª Ley 2/2012 
el legislador cita como título habilitante el art. 149.1.7ª CE, que 
atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de legisla-
ción laboral (como ha indicado el TC en la sentencia 99/2016, 
de 25 de mayo, FJ 7, “el título competencial “legislación la-
boral” tiene “un sentido concreto y restringido, coincidente 
por lo demás con la relación que media entre los trabajadores 
que presten servicios retribuidos por cuenta ajena y los empre-
sarios” (SSTC 35/1982, de 14 de junio, FJ 2 y 95/2002, de 25 
de abril, FJ 8, entre otras muchas, y, en el mismo sentido, ATC 
228/2015, de 15 de diciembre, FJ 4)). Por tanto, en este caso, 
las Comunidades Autónomas no pueden dictar legislación la-
boral para desarrollar las normas en materia de jornada, ya que 
es el Estado el que tiene competencia exclusiva en esta ma-
teria, sin que las Comunidades Autónomas puedan establecer 
una regulación complementaria al respecto, ni por vía legal, ni 
por vía reglamentaria. No obstante, hay que señalar que a las 
Comunidades Autónomas les corresponde la ejecución de la 
legislación del Estado en materia laboral, es decir, tienen com-
petencias “aplicativas” (SSTC 103/1999, de 3 de junio, FJ 49; 
35/2013 de 14 febrero, FJ 5). En este caso “el carácter mínimo 
de la jornada prevista” en la DA 71ª Ley 2/2012 “deja todavía 
margen de maniobra a las Comunidades Autónomas para el 
ejercicio de su competencia en este ámbito, pues el precepto 
estatal no cierra ni la posibilidad de ampliar la duración fijada 
dentro de los topes permitidos, ni tampoco la determinación 
de los criterios de organización y distribución del tiempo de 
trabajo que finalmente se establezca” (STC 99/2016, de 25 de 
mayo, FJ 7). 

Pues bien, de este modo la norma impone una regla de ca-
rácter imperativo y no disponible, es decir, establece un límite 
que opera como derecho necesario mínimo inderogable, que 
se ha tenido que conjugar con el resto de las normas que se 
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aplica al citado personal, lo que ha determinado en muchos 
casos la necesidad de modificar y adaptar las normas que se 
han venido aplicando a este personal. En este sentido, hay que 
señalar que aunque tanto el art. 47 de la Ley 7/2007, de 12 de 
abril, del Estatuto Básico del Empleado Público (BOE 13 abril 
2007, EBEP) como, en la actualidad, el art. 47 del Real Decreto 
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público (BOE 31 octubre 2015, TRLEBEP), norma que ha dero-
gado el EBEP, señalan que son las Administraciones Públicas 
las que establecerán la jornada general de trabajo y las jor-
nadas especiales, no hay que olvidar que necesariamente han 
de tener en cuenta lo previsto en la DA 71ª Ley 2/2012. 

Sin embargo, el legislador no ha establecido en esta DA el 
concreto número de horas anual de trabajo efectivo, lo que 
en la práctica ha dado lugar a un resultado que varía de unas 
normas a otras. Así, por ejemplo, no se contempla el mismo 
número de horas en la Resolución de 28 de diciembre de 2012, 
de la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas, por 
la que se establecen instrucciones sobre jornada y horarios de 
trabajo del personal al servicio de la Administración General 
del Estado y sus organismos públicos (BOE 29 diciembre 2012) 
que en el art. 2.1 de la Orden Foral 207/2016, de 23 de di-
ciembre, por la que se aprueba el calendario laboral del año 
2017 (BFN 30 de diciembre de 2016). Por tanto, aunque se 
parte de esa mínima homogeneidad en la práctica no existe 
una regulación verdaderamente uniforme teniendo en cuenta 
las variaciones que se pueden constatar en cuanto al número 
de horas de trabajo efectivo anual. Pero, además, lo que no 
cabe es que las Administraciones Públicas establezcan una jor-
nada de trabajo inferior a la prevista en la DA 71ª Ley 2/2012 
para sus empleados amparándose en lo previsto en el citado 
art. 47 del EBEP, vigente TRLEBEP, tal y como ha sucedido en 
algunos casos en los que se ha fijado una jornada de treinta 
y cinco horas semanales. Así, en el País Vasco, por Decreto 
12/2016, de 2 de febrero, por el que se establece la jornada 
de trabajo anual para el año 2016 para el personal funcio-
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nario, estatutario y laboral de la Administración Pública de la 
Comunidad Autónoma de Euskadi (BOPV de 8 de febrero de 
2016); si bien la Administración del Estado impugnó el citado 
Decreto y, finalmente, el TSJ del País Vasco en sentencia de 
20 de diciembre de 2016 (rec. 155/2016) partiendo de lo se-
ñalado por el TC con respecto a la regulación de la jornada 
de trabajo por la DA 71ª Ley 2/2012, estimó el recurso con-
tencioso administrativo formulado por la abogacía del Estado 
contra el DPV 12/2016 y lo anuló. En Castilla-La Mancha, el 
art. 1 de la Ley 7/2015, de 2 de diciembre, por la que se mo-
difican la Ley 1/2012, de 21 de febrero, de medidas comple-
mentarias para la aplicación del Plan de Garantías de Servicios 
Sociales, en materia de jornada de trabajo, y la Ley 10/2014, 
de 18 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha para 2015, en materia de 
prolongación de la permanencia en el servicio activo del per-
sonal funcionario y estatutario de la Administración de la Junta 
de Comunidades de Castilla-La Mancha, también se declaró in-
constitucional y se anuló (STC 158/2016, de 22 de septiembre). 
Y, recientemente, en Andalucía el Decreto-ley 5/2016, de 11 de 
octubre, por el que se regula la jornada de trabajo del personal 
empleado público de la Junta de Andalucía también redujo la 
jornada de trabajo en los términos señalados. En este caso, el 
Pleno del TC, por providencia de 18 de julio de 2017, ha acor-
dado admitir a trámite el recurso de inconstitucionalidad nº 
3719-2017 promovido por el Presidente del Gobierno contra 
el citado Decreto-ley 5/2016 y la “suspensión de la vigencia y 
aplicación” de esta norma. Por tanto, aunque en algunos casos 
se ha tratado de restablecer la jornada más reducida de la que 
venían disfrutando los empleados públicos antes de la entrada 
en vigor, lo cierto es que no ha sido posible. Tal y como ha 
señalado el TC, en su sentencia 99/2016, de 25 de mayo, FJ 
7, la DA 71ª de la Ley 2/2012 “viene a modular el marco deri-
vado de los  arts. 47  y  51” del derogado EBEP, reproducidos 
en el TRLEBEP  (en este último se indica que “para el régimen 
de jornada de trabajo (…) del personal laboral se estará a lo 
establecido en este Capítulo y en la legislación laboral corres-
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pondiente”), “de tal forma que la libertad que esos preceptos 
otorgan a las Administraciones públicas para establecer la jor-
nada de trabajo de su personal se ejerce ahora en el contorno 
predeterminado por la norma impugnada, al fijar ésta una jor-
nada mínima”  que, en todo caso, han de respetar.

Pero, además, hay que considerar que la propia DA 71ª Ley 
2/2012 suspendió la eficacia de los Acuerdos, Convenios o 
Pactos “que contradigan lo previsto en este artículo” y que esta 
norma no ha sido derogada ni modificada con posterioridad a 
su entrada en vigor, de modo que permanece vigente en los 
términos señalados. Por tanto, no cabe aplicar los Acuerdos, 
Convenios o Pactos en los que se contemple una reducción del 
tiempo de trabajo con respecto a lo previsto en la DA 71ª Ley 
2/2012, como ocurre en los casos en los que se establecía una 
jornada de trabajo inferior a la señalada en la norma, ni es posible 
que los Acuerdos, Convenios o Pactos posteriores a su entrada 
en vigor establezcan una jornada de trabajo inferior a la recogida 
en la citada DA. Lo cierto es que hasta el momento de entrada 
en vigor de la DA 71ª Ley 2/2012 se contemplaba, al igual que 
en la actualidad, una jornada máxima para el personal laboral 
de cuarenta horas semanales de promedio en cómputo anual 
(art. 34.1 Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores (ET)) pero no se establecía una jornada mínima 
para dicho personal. De esta forma, se modifica la lógica que 
tradicionalmente se venía aplicando de modo que, a partir del 
principio de norma mínima, lo previsto en la ley podía ser mejo-
rado para beneficiar al trabajador, habitualmente por los sujetos 
negociadores. Sujetos que ahora han de respetar esta jornada 
mínima de trabajo, sin que tengan la posibilidad de reducirla. 

En la práctica, ha habido una oposición a la aplicación de 
esta medida al  considerar que lesiona el derecho a la nego-
ciación colectiva tal y como se contempla en el art. 37 CE. Sin 
embargo, en este caso hay que tener en cuenta que aunque en 
la CE se reconoce el derecho a la negociación colectiva, tam-
bién se estable en el art. 7 de la misma que sindicatos y organi-
zaciones empresariales deben someterse a lo establecido en la 
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ley. Con respecto a lo señalado, hay que tener en cuenta que el 
TS ha puesto de manifiesto “la primacía de la Ley en aquellos 
extremos que tienen carácter inderogable, inalterable e indis-
ponible” de forma que “las normas promulgadas por el Estado, 
con carácter de derecho necesario, penetran, por imperio de la 
ley, en la norma paccionada ya creada” (STS de 9 de marzo de 
1992 (rec. 529/1991)); además, ha señalado que “del art. 37.1 
de la Constitución no emana ni deriva la supuesta intangibilidad 
o inalterabilidad del convenio colectivo frente a la norma legal 
incluso aunque se trate de una norma sobrevenida puesto que 
en virtud del principio de jerarquía normativa es el convenio 
colectivo el que debe respetar y someterse no sólo a la Ley, 
sino más genéricamente a las normas de mayor rango jerár-
quico y no al contrario” (STS (Sala de lo Social) de 6 de febrero 
de 2014 (rec. 261/2011), en el mismo sentido, STS (Sala de lo 
Social) de 27 de marzo de 2015 (rec. 78/2014), STS (Sala de 
lo Contencioso-Administrativo) de 21 de marzo de 2002 (rec. 
739/1996)). 

En este supuesto, el legislador, a partir de lo previsto en la 
DA 71ª Ley 2/2012, ha optado por intervenir en el propio con-
tenido de la negociación colectiva al establecer ese mínimo, sin 
embargo, esto no implica que de ese modo se haya vulnerado 
el derecho a la negociación colectiva, sobre todo si se tiene en 
cuenta que la Administración Pública se rige por el principio de 
legalidad que, de acuerdo con lo establecido en el art. 103.1 CE, 
debe primar sobre la autonomía colectiva. Hay que recordar que, 
tal y como ha señalado el TC, la ley “en razón de la superior po-
sición que ocupa en la jerarquía normativa, puede desplegar una 
virtualidad limitadora de la negociación colectiva” (STC 58/1985, 
de 30 de abril). Por tanto, la Administración no se encuentra vin-
culada por lo previsto en los Acuerdos, Pactos y Convenios que 
contradigan lo establecido en la Ley, son los sujetos negocia-
dores los que deben someterse a lo contemplado en esta. Ahora 
bien, lo que sí pueden hacer es establecer una jornada de trabajo 
superior a la prevista en la DA 71 Ley 2/2012, si bien con el límite 
previsto para el personal laboral de cuarenta horas semanales de 
promedio en cómputo anual (art. 34.1 ET).
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2.2. La reducción de vacaciones y permisos retribuidos de los 
empleados públicos

El art. 8 del Real Decreto-Ley 20/2012, de 13 de julio, de 
medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fo-
mento de la competitividad (BOE 14 julio 2012, RDL 20/2012) 
modificó los arts. 48 y 50 del derogado EBEP, referidos, res-
pectivamente, a permisos y vacaciones de los funcionarios 
públicos. En este caso, hay que tener en cuenta que los pre-
ceptos de esta norma, como regla general, al igual que los 
del TRLEBEP, se aplican al personal de toda Administración o 
entidad que, jurídicamente, tenga carácter público, y queda 
al margen el personal de las entidades jurídico privadas del 
Sector Público no incluidas en el art. 2 TRLEBEP. En concreto, 
al personal de las sociedades mercantiles y fundaciones del 
Sector Público, si bien en todo caso se considera la verdadera 
naturaleza de la entidad; lo relevante “es si su constitución, 
estructura, dependencia y control de su gestión se realiza con 
vinculación y dependencia de una Administración Pública, en 
cuyo caso, de conformidad con el art. 2 EBEP, quedaría dentro 
de su ámbito de aplicación” (STSJ de Cataluña (Sala de lo 
Social), de 24 de marzo de 2014 (rec. 6249/2013), en la que se 
indica que “valorando la verdadera naturaleza de la fundación 
mencionada, esta Sala considera que es aplicable a la misma 
los preceptos del EBEP en tanto que estamos ante una verda-
dera entidad de derecho público”).

Pues bien, el legislador redujo de seis a tres días al año la 
duración del permiso “por asuntos particulares” (art. 48.k) del 
derogado EBEP), aspecto que ha venido teniéndose en cuenta 
a la hora de establecer el cómputo de la jornada de trabajo, y 
suprimió los días de permiso retribuido adicionales por razón 
de antigüedad que se contemplaban hasta ese momento en 
el art. 48.2 del derogado EBEP. En concreto, se establecía “ 
además, de los días de libre disposición establecidos por cada 
Administración Pública, los funcionarios tendrán derecho al dis-
frute de dos días adicionales al cumplir el sexto trienio, incre-
mentándose en un día más por cada trienio cumplido a partir 
del octavo”. Además, modificó el art. 50 del derogado EBEP 
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y fijó la duración de las vacaciones en veintidós días hábiles, 
sin posibilidad de mejorar esa regulación ya que esa duración 
dejó de tener el carácter de mínimo que antes ostentaba. De 
hecho, también suprimió los días adicionales a esos veintidós 
días hábiles que habitualmente se venían reconociendo por 
razón de antigüedad. Pero, además, es importante señalar que 
el legislador en el art. 8 del RDL 20/2012 no solo introdujo 
los cambios mencionados, sino que fue más allá. En el art. 48 
del derogado EBEP, antes de ser modificado por esta norma, 
se indicaba que “las Administraciones Públicas determinarán 
los supuestos de concesión de permisos a los funcionarios 
públicos y sus requisitos, efectos y duración”. Por tanto, las 
Administraciones Públicas podían establecer su propia regu-
lación en esta materia y concretar los distintos supuestos, re-
quisitos, duración y efectos de los permisos. En los casos en 
los que no existiese legislación aplicable se establecía una 
regulación con carácter supletorio (“en defecto de legislación 
aplicable, los permisos y su duración serán, al menos, los si-
guientes (...)”). Sin embargo, tras la modificación de dicho artí-
culo, tanto en el art. 48 del derogado EBEP, como el actual art. 
48 TRLEBEP, se establece que “los funcionarios públicos ten-
drán los siguientes permisos”. De modo que ya no es posible 
afirmar que se trata de una regulación de carácter supletorio. 
De hecho, ya no se señala “al menos”, por lo que deja de ser 
una normativa de mínimos para pasar a ser una norma indis-
ponible. En este sentido, Sin embargo, tras la modificación de 
dicho artículo, tanto en el art. 48 del derogado EBEP, como el 
actual art. 48 TRLEBEP, se establece que “los funcionarios pú-
blicos tendrán los siguientes permisos”. De modo que ya no es 
posible afirmar que se trata de una regulación de carácter su-
pletorio. De hecho, ya no se señala “al menos”, por lo que deja 
de ser una normativa de mínimos para pasar a ser una norma 
indisponible. En este sentido, el RDL 20/2012, opera como una 
norma básica y uniformadora, contemplando de ese modo una 
regulación que no admite mejoras; lo que es importante si se 
tiene en cuenta que los permisos retribuidos computan como 
tiempo de trabajo efectivo., contemplando de ese modo una 
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regulación que no admite mejoras; lo que es importante si se 
tiene en cuenta que los permisos retribuidos computan como 
tiempo de trabajo efectivo.

En este caso, la DF 4ª del RDL 20/2012, entre los diferentes 
títulos competenciales a los que hace referencia se encuentran 
el art. 149.1.18 CE y 148.1.7 CE a los que antes se ha hecho 
referencia, si bien en el caso concreto del art. 8 de este RDL 
solo menciona el art. 149.1.18 CE. Pues bien, tal y como ha 
señalado el TC en la sentencia 156/2015, de 9 de julio, co-
rresponde al Estado “fijar los concretos supuestos en los que 
cabe reconocer permisos, licencias o vacaciones a los funcio-
narios públicos (por fallecimiento, por accidente o enfermedad 
de familiares, por traslados de domicilio, para concurrir a exá-
menes etc…) estableciendo un régimen común de los dife-
rentes conceptos de ausencia temporal justificada al puesto de 
trabajo”, así como “la duración de tales permisos o licencias 
de los funcionarios públicos entra dentro de lo básico, corres-
pondiendo al Estado su fijación, en la medida en que, a través 
de las bases, se establece un régimen común, tanto de los di-
ferentes conceptos de ausencia temporal justificada al puesto 
de trabajo, como de la duración de aquellos” (FJ 8), con el fin 
de “lograr una mínima y fundamental homogeneidad en un 
aspecto sustancial del régimen funcionarial, cual es el atinente 
a los derechos” (FJ 8; así mismo, SSTC 9/2016, de 21 de enero, 
FJ 2; 18/2016, de 4 de febrero de 2016, FJ 6 y 119/2016, de 
23 de junio, FJ 4). De esta forma, el legislador estatal establece 
unas previsiones en materia de permisos y vacaciones de los 
funcionarios “comunes a todas las Administraciones públicas”, 
amparándose en “los principios constitucionales de igualdad 
y solidaridad” (SSTC 158/2016, de 22 de septiembre, FJ 8;  
9/2016, de 21 enero, FJ 3). 

Además, el TC interpreta que esto no impide que las 
Comunidades Autónomas puedan desarrollar y ejecutar dichas 
bases, puesto que “permite a aquellas optar por fijar la forma 
y manera de su utilización”. En concreto, indica algunos ejem-
plos al respecto como “los permisos del art. 48 o los turnos de 
vacaciones del art. 50” del derogado EBEP, en la actualidad 
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del art. 50 TRLEBEP, y señala que “pueden, los primeros, dis-
frutarse dentro o fuera de determinadas fechas del calendario 
anual o sin unirlos a los de vacaciones; y los segundos, en deter-
minados períodos de tiempo, por días sueltos o estableciendo 
un mínimo de días consecutivos etc”. Por tanto, concluye que el 
legislador “no cierra toda posibilidad de desarrollo y aplicación 
a las Comunidades Autónomas de la normativa básica sobre 
esta materia” (STC 156/2015, de 9 de julio, FJ 8, a la que hace 
referencia la STC 18/2016, de 4 de febrero de 2016, FJ 6; y SSTC 
9/2016, de 21 de enero, FJ 3; 119/2016 de 23 junio, FJ 4).

De todos modos, es importante considerar que las modifi-
caciones también van a afectar al personal laboral. De hecho, 
como se ha señalado, el art. 51 EBEP indicaba que “para el 
régimen de jornada de trabajo, permisos y vacaciones del per-
sonal laboral se estará a lo establecido en este Capítulo y en 
la legislación laboral correspondiente”; lo mismo que ahora se 
establece en el art. 51 TRLEBEP. Pues bien, el TS tras las modi-
ficaciones de los arts. 48 y 50 del EBEP, en la sentencia de 27 
de marzo de 2014 (rec. cas. 73/2013), en la que la recurrente 
estimaba que la modificación de los permisos y vacaciones en 
los términos previstos en el art. 8 RDL 20/2012 debía aplicarse 
también a los contratados laborales de acuerdo con lo esta-
blecido en el art. 51 del derogado EBEP, considera que esta 
interpretación es errónea. Para ello, parte de lo señalado en 
la STS de 17 de enero de 2011 (rec. 1473/2010) y recuerda la 
manera de combinar lo establecido en los arts. 7 (“el personal 
al servicio de las Administraciones Públicas se rige, además de 
por la legislación laboral y por las demás normas convencio-
nalmente aplicables, por los preceptos de este Estatuto que 
así lo dispongan”) y 51 del derogado EBEP (al igual que ahora 
se contempla en el TRLEBEP). En concreto, indica que los arts. 
47 a 50 del derogado EBEP (ahora TRLEBEP) se dirigen a los 
funcionarios públicos; que no existe una jerarquización entre 
las normas aplicables; así como la imposibilidad de recurrir a 
la técnica del “espigueo” (del mismo modo, la STS de 29 de 
enero de 2015 (rec. cas. 292/2014) señala que la técnica del 
“espigueo ha sido reiteradamente proscrita por esta sala”, 
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ya que “ha de partirse del principio de que se debe tratar de 
preservar la unidad de regulación en la materia”, por lo que 
no es posible que la misma “se regule en lo que interesa por 
el Convenio Colectivo y en lo restante por el EBEP”). En este 
caso, la STS de de 12 septiembre 2011 (rec. ud. 3567/2010), 
señala que se debe aplicar la norma que resulte más favorable 
apreciada en su conjunto. Pues bien, el TS en la sentencia de 
27 de marzo de 2014 llega a la conclusión de que “está claro 
que la regulación de los permisos y vacaciones por el Convenio 
Colectivo del personal laboral en el caso de autos es prioritaria 
respecto a la establecida en los artículos 48 y 50 del EBEP y 
que, por ende, no les afecta, en principio, las modificaciones 
que se hagan de dichos preceptos por el Real Decreto-ley 
20/2012”. Si bien, el TS tiene en cuenta la concreta regulación 
establecida en el Convenio Colectivo en cuestión. 

Pero, en todo caso, hay que considerar que al igual que 
en la DA 71ª Ley 2/2012, el legislador ha tenido en cuenta la 
existencia de una regulación de esas materias que han sido 
modificadas por el art. 8 del RDL 20/2012 en los Acuerdos, 
Pactos y Convenios que se aplican a los empleados públicos; 
de ahí que el art. 8.3 del RDL 20/2012 también haya indicado 
que quedan suspendidos los Acuerdos, Pactos y Convenios 
para el personal funcionario y laboral “que no se ajusten a lo 
establecido en este artículo” con respecto al “permiso por 
asuntos particulares, vacaciones y días adicionales a los de 
libre disposición o de similar naturaleza”. Lo que implica que 
no es posible aplicar la regulación establecida en los mismos 
en la medida en que contenga las mejoras que se venían admi-
tiendo por la regulación anterior a estas materias, y que todos 
los Acuerdos, Pactos y Convenios posteriores a la entrada en 
vigor del citado art. 8.3 del RDL 20/2012 han debido ajustarse 
a lo establecido en el mismo; por lo que las previsiones sobre 
estas materias también se aplican al personal laboral. De ahí 
que el TS en la citada sentencia de 27 de marzo de 2014 in-
dique que “la limitación del efecto suspensivo a solo esos tres 
temas tiene una importancia trascendental porque se da la 
circunstancia de que en el artículo 77 del Convenio Colectivo 
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no se menciona ninguno de los tres (…) que sería lo único que 
se podría suspender”.

De todos modos, aunque el art. 8.3 RDL 20/2012 no se ha 
derogado, hay que considerar que se hace referencia a la re-
gulación vigente en estas materias tal y como se ha ido indi-
cando en las normas que han modificado los arts. 48 y 50 del 
derogado EBEP. En este caso, de nuevo se ha planteado el 
problema señalado con respecto a lo establecido en la DA 71ª 
Ley 2/2012, en cuanto a la posible infracción del derecho a la 
negociación colectiva del art. 37.1 ET, lo que se ha solucionado 
en los mismos términos (de este artículo no deriva la inaltera-
bilidad de lo establecido en convenio frente a lo previsto en la 
norma legal, al margen de que se trate de una norma sobreve-
nida). Es más, también se ha cuestionado si cabe extender la 
limitación prevista en el art. 8.3 RDL 20/2012 a otros supuestos 
distintos, por ejemplo, permisos por motivos familiares o por 
exámenes. Pues bien, el TS en la citada sentencia de 24 de 
marzo de 2014 ha señalado que no cabe, ya que aunque la 
norma indica “días adicionales de libre disposición o de similar 
naturaleza”, lo que se trata de impedir es que se negocie y se 
creen otros permisos “con igual finalidad” (para “atender ne-
cesidades particulares y personales” que no requieren “justifi-
cación”), pero con “distinta denominación”, lo que constituiría 
“fraude de ley”.

Por último, en cuanto al tiempo retribuido para realizar 
funciones sindicales y de representación hay que tener en 
cuenta que, tal y como se contempla en el art. 10.1 del RDL 
20/2012 (art. 10.3 Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de 
Libertad Sindical (BOE 8 agosto 1985), art. 68 e) ET, art. 41.1 
d) TRLEBEP), a partir de su entrada en vigor dejaron de tener 
validez y surtir efectos, todos los Pactos, Acuerdos y Convenios 
Colectivos que en esta materia hubieran podido suscribirse y 
que excediesen del contenido señalado en las mencionadas 
normas. De este modo, por lo que aquí interesa, no cabe 
aplicar las posibles mejoras a estos efectos en las materias 
indicadas, y considerar ese tiempo adicional del que podría 
disfrutar el empleado público como tiempo de trabajo efec-
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tivo. Si bien, como establece el citado artículo, “sin perjuicio 
de los acuerdos que, exclusivamente en el ámbito de las Mesas 
Generales de Negociación, puedan establecerse, en lo suce-
sivo, en materia de modificación en la obligación o en el ré-
gimen de asistencia al trabajo de los representantes sindicales 
a efectos de que puedan desarrollar racionalmente el ejercicio 
de sus funciones de representación y negociación o adecuado 
desarrollo de los demás derechos sindicales”.

3. Las progresivas modificaciones en materia de 
vacaciones y permisos de los empleados públicos

Como se ha indicado, en la actualidad, los arts. 47 a 50 del 
TRLEBEP regulan la jornada de trabajo, los permisos y las va-
caciones, por su parte, el art. 51 de esta norma hace referencia 
a su aplicación al personal laboral. Si bien, es importante tener 
en cuenta que el legislador en realidad ha recogido lo estable-
cido en los arts. 47 a 50 del EBEP, y que la regulación prevista 
en los mismos es el resultado de progresivas modificaciones. 
Aunque, como se ha analizado, en un primer momento los arts. 
48 y 50 del EBEP se modificaron por el art. 8 del RDL 20/2012, 
de 13 de julio, con posterioridad, se introdujeron de forma gra-
dual otros cambios. Así, la DA 4ª de la Ley Orgánica 9/2013, de 
20 de diciembre, de control de la deuda comercial en el sector 
público (BOE 21 diciembre 2013), amplió a cuatro el número 
de días de permiso por asuntos particulares; el art. 28.3 de 
la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalización del 
sector público y otras medidas de reforma administrativa (BOE 
17 septiembre 2014), añadió un día más al permiso por asuntos 
particulares; el art. 2.1 del Real Decreto-Ley 10/2015, de 11 de 
septiembre, por el que se conceden créditos extraordinarios 
y suplementos de crédito en el presupuesto del Estado y se 
adoptan otras medidas en materia de empleo público y de es-
tímulo a la economía (BOE 12 septiembre 2015, RDL 10/2015) 
volvió a modificar el art. 48.k) del derogado EBEP para señalar 
que los funcionarios tendrán un permiso por asuntos particu-
lares de “seis días al año”; modificaciones todas ellas que han 
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repercutido en el cómputo de la jornada de trabajo. Todas 
estas normas están actualmente derogadas por la disposición 
derogatoria única del TRLEBEP, si bien en el art. 48.k TRLEBEP 
se establecen seis días al año de permiso por asuntos particu-
lares.

En este sentido, también hay que tener en cuenta que el art. 
2.2 del citado RDL 10/2015 añadió una nueva DA 14ª al dero-
gado EBEP con respecto al permiso por asuntos particulares 
por antigüedad, cuyo contenido se recoge en la vigente DA 
13ª TRLEBEP, pero no en los mismos términos en los que se 
contemplaba en el art. 48.2 EBEP, ya que en este se señalaba 
que “además de los días de libre disposición establecidos por 
cada Administración Pública, los funcionarios tendrán derecho 
al disfrute” de los citados días adicionales en las condiciones 
indicadas, mientras que en la DA 13ª TRLEBEP se contempla 
como una mera posibilidad al señalar que “las Administraciones 
Públicas podrán establecer” esos días adicionales de permiso 
por asuntos particulares cuando se cumplan las mismas con-
diciones que se recogían en el art. 48.2 del derogado EBEP. 
De hecho, tal y como señala la STSJ Castilla y León, Burgos 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo) de 12 de enero de 
2017 (rec. 214/2015) actualmente no está “reconocido a nivel 
de normativa básica funcionarial el derecho a disfrutar de días 
adicionales de permiso por asuntos propios en función de la 
antigüedad”; días adicionales que el legislador limita expresa-
mente por lo que no cabe que las Administraciones Públicas 
establezcan un número de días superior al previsto en la DA 
13ª TRLEBEP. Así, señala “hasta dos días” adicionales por 
asuntos particulares al cumplir el sexto trienio y la posibilidad 
de incrementar esos días en un día adicional por cada trienio 
cumplido a partir del octavo, si bien indica “como máximo”. En 
el caso de la Administración General del Estado hay que tener 
en cuenta que la DA 2ª del RDL 10/2015 estableció la aplica-
ción del permiso por asuntos particulares por antigüedad “en 
la Administración General del Estado, organismos y entidades 
vinculados o dependientes”. 

Lo que no se ha modificado es lo establecido en el art. 48 
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TRLEBEP, en cuanto a que “los funcionarios públicos tendrán 
los siguientes permisos”; lo que implica que sigue siendo una 
norma indisponible, que no admite mejoras. Ni el número de 
días de vacaciones, tal y como se puede constatar en el art. 50 
TRLEBEP, ni se ha recuperado ese carácter mínimo que se con-
templaba antes de las modificaciones introducidas por el art. 8 
RDL 20/2012. Sin embargo, hay que tener en cuenta que el art. 
2.3 del RDL 10/2015, añadió la DA 15ª al derogado EBEP, en 
la actualidad DA 14ª TRLEBEP en la que se señala que “cada 
Administración Pública podrá establecer hasta un máximo de 
cuatro días adicionales de vacaciones en función del tiempo 
de servicios prestados por los funcionarios públicos”. De este 
modo, se permite que cada Administración Pública incremente 
ese número máximo de días de vacaciones, si bien vinculada 
a la antigüedad. Pero, una vez más, se indica “podrá”, por lo 
que en todo caso es preciso que primero se establezca por 
la Administración; además, no cabe fijar un número de días 
superior y siempre debe estar vinculado al tiempo de servi-
cios prestados. Pues bien, de nuevo en este supuesto el le-
gislador estableció en la Administración General del Estado, 
organismos y entidades vinculados o dependientes, las vaca-
ciones adicionales por antigüedad, en concreto, en la caso la 
DA 3ª RDL 10/2015. Por tanto, como se puede comprobar, 
los días adicionales de permiso por asuntos particulares y por 
antigüedad se restituyeron de forma inmediata para el per-
sonal de la Administración General del Estado, sin embargo, 
no ha ocurrido lo mismo para el personal del resto de las 
Administraciones ya que ha sido necesario su establecimiento 
en cada caso de modo que a la hora de restituir estos días adi-
cionales de los que venían disfrutando los empleados públicos 
antes de la entrada en vigor del RDL 20/2012 no se ha partido 
de esa mínima y fundamental homogeneidad a la que se ha 
hecho referencia.

No obstante, junto a lo anterior también hay que tener en 
cuenta que la DF 4ª de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de mo-
dificación del sistema de protección a la infancia y a la adoles-
cencia (BOE 18 agosto 2015) modificó el art. 48.e) del dero-
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gado EBEP, en los términos en los que ahora se contemplan 
en el TRLEBEP, para añadir al permiso que se concede “por 
el tiempo indispensable para la realización de exámenes pre-
natales y técnicas de preparación al parto por las funcionarias 
embarazadas”, el vinculado a los casos de adopción o acogi-
miento, o guarda con fines de adopción, con el fin de asistir “a 
las preceptivas sesiones de información y preparación y para la 
realización de los preceptivos informes psicológicos y sociales 
previos a la declaración de idoneidad, que deban realizarse 
dentro de la jornada de trabajo”, tiempo que ha de tenerse en 
cuenta a efectos de su cómputo como trabajo efectivo.

Con respecto al art. 49 del derogado EBEP, hay que señalar 
que el art. 8 del RDL 20/2012 no introdujo ninguna modifica-
ción por lo que se mantuvo su redacción previa (si bien, con 
posterioridad, la DF 6ª Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, de 
Régimen de Personal de la Policía Nacional (BOE 29 julio 2015), 
derogada por la disposición derogatoria única del TRLEBEP, 
por una parte, añadió la letra f) en dicho artículo. Pues bien, en 
la actualidad estos permisos se recogen en el art. 49 TRLEBEP 
y, teniendo en cuenta los bienes jurídicos protegidos, se con-
templan con carácter de norma mínima de derecho necesario 
(“en todo caso, se concederán los siguientes permisos con las 
correspondientes condiciones mínimas”); lo que permite intro-
ducir mejoras al respecto por la legislación de desarrollo, esta-
bleciendo de ese modo una regulación diferente. 

4. Valoraciones finales
Como se puede comprobar, tan solo se han recuperado al-

gunos de los derechos de los empleados públicos en materia 
de jornada de trabajo, permisos y vacaciones, y, en algunos 
supuestos, condicionados a su reconocimiento por parte de las 
Administraciones Públicas. A pesar de que en determinados 
casos se ha intentado recuperar la jornada de trabajo de treinta 
y cinco horas de las que disfrutaban muchos empleados pú-
blicos antes de la entrada en vigor de la DA 71ª Ley 2/2012, 
por el momento, teniendo en cuenta el carácter de esta norma, 
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no es posible. Ahora bien, esto no significa que todos los em-
pleados públicos realicen la misma jornada de trabajo, es decir, 
el tratamiento en este caso es uniforme con respecto al mínimo 
de horas de trabajo efectivo que se contemplan en la mencio-
nada DA, pero, como se ha analizado, es posible que realicen 
una jornada más amplia, con el límite que se contempla para 
el personal laboral (art. 34.1 ET), e incluso realizando la misma 
jornada el número de horas anual varíe. Además, no hay que 
olvidar que aunque, como se ha señalado, la nueva redacción 
del art. 48 TRLEBEP limita el disfrute de los derechos de los 
empleados públicos, así como lo establecido en el art. 8.3 
RDL 20/2012, actuando de ese modo como normas básicas y 
uniformadoras, en la práctica es posible comprobar cómo no 
siempre se respeta lo establecido en estas normas; de hecho 
en muchos casos se contemplan otros permisos amparándose 
en lo previsto en el art. 49 TRLEBEP, cuando en realidad se 
trata de permisos que se encuadran en el art. 48 TRLEBEP; si 
bien, de ese modo se consigue aumentar el tiempo que com-
puta como trabajo efectivo. Por tanto, en general, no es po-
sible afirmar que el legislador haya conseguido que en la prác-
tica exista un verdadero tratamiento uniforme en esta materia. 




